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Introducción
Enfrentando la otra Colombia


 


David D. Gow y Diego Jaramillo Salgado


 


 


 


 


 


En octubre de 2000, los votantes en el departamento del Cauca, situado en el suroccidente de Colombia, eligieron gobernador a taita Floro Tunubalá durante los tres años siguientes. En su campaña electoral, Tunubalá había prometido que si era elegido, establecería un gobierno alternativo que se orientaría por un Plan Alterno, el cual abordaría de frente el Plan Colombia respaldado por Estados Unidos, con su énfasis en la seguridad y en el control a los cultivos ilícitos; pero el plan estaba destinado a ser más que esto. Según Diego Jaramillo, uno de sus consejeros y coautor de este libro: 


 


A fin de cuentas [el Plan Alterno] era plantear una alternativa al neoliberalismo, era plantear una alternativa al modelo capitalista que estaba generando desigualdad, injusticia, toda esta cuestión militarista, toda esta cosa que se estaba produciendo y que estaba llevando a un impacto muy fuerte en términos de las comunidades […] Un programa que debía ser el que orientara la lucha de las organizaciones sociales en el departamento.1 


 


Su elección fue notable por varias razones. Como miembro del grupo étnico guambiano fue el primer gobernador indígena elegido en la historia del Cauca. Un departamento famoso por su resistencia indígena en un país donde menos del 3 % de la población se considera indígena como tal.2 Fue elegido sin el apoyo de un partido político. Sus partidarios crearon el Bloque Social Alternativo (BSA), una coalición de organizaciones y movimientos sociales progresistas y de izquierda que incluyó sindicatos, movimientos campesinos, pequeños agricultores, profesores, organizaciones de derechos indígenas, como el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) y las Autoridades Indígenas de Colombia (AICO); organizaciones regionales; organizaciones de mujeres, y la Alianza Social Indígena (ASI), un partido político creado en 1991 como resultado de la desmovilización de los miembros del Movimiento Armado Quintín Lame (MAQL), un movimiento guerrillero regional, fundamentalmente indígena. La afluencia de votantes en la elección fue la más alta que se haya registrado hasta esa fecha y el número de votos más del doble de lo usual. De los 341.925 votos emitidos, él obtuvo 148.183, y su contrincante, 132.024 (“Histórica elección” 2000: 1A). 


En su discurso de aceptación, Tunubalá convocó a todos los habitantes del Cauca —mestizos, indígenas y afrodescendientes— a trabajar juntos para resolver los mayores problemas de la provincia: pobreza, corrupción, violencia, impunidad, narcotráfico y desempleo (Tunubalá 2000). Esta convocatoria fue expresada en la consigna “En minga por el Cauca”, que se convirtió en uno de los principios rectores de su gobierno, bajo la idea de que la gente debería trabajar unida por el bien común desde la tradición andina de la “minga”, todavía practicada regularmente en muchas comunidades indígenas y campesinas del Cauca.3 El objetivo era crear un espacio político para la participación de todos los sectores sociales, políticos y económicos en la construcción de un Cauca que incluyera a todos los ciudadanos. La base de esta transformación sería un plan de desarrollo social y económico que respetara los derechos humanos, practicara el desarrollo sostenible y promoviera la democracia regional. 


 



El estado de la nación


Al final del siglo pasado y comienzos del nuevo milenio, la Colombia rural era epítome de muchas de las peores características del desarrollo no equitativo, a pesar de la catalogación del país como de “alto desarrollo humano” por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en su más reciente Índice de Desarrollo Humano, en el cual quedó de 87 entre 187 países. El Estado es muy centralizado y las decisiones políticas y fiscales más importantes se toman en la capital, Bogotá, lo que deja a los gobiernos departamentales y municipales frustrados, pobres e impotentes. La distribución del ingreso es la más desigual en América Latina. Al final de la primera década del siglo XXI, el coeficiente Gini fue 58,5; el porcentaje de personas que vive por debajo de la línea de pobreza fue de 46,8, y el quintil de proporción de ingreso fue 24,8; es decir, el ingreso promedio del 20 % más rico fue casi 25 veces mayor que el del 20 % más pobre (CIA 2009).4 


La concentración de la propiedad de la tierra era muy alta, una tendencia que se ha pronunciado desde la década de los ochenta. Aunque es difícil conseguir datos precisos, en 2009, 18 de los 32 departamentos tenían índices Gini mayores que 0,8, lo cual indica que la distribución de la tierra estaba muy desigual. Entre 2000 y 2009, el índice Gini creció en 23 departamentos. El número de pequeños agricultores (menos de 50 hectáreas) se incrementó en un 16 % y constituyó el 88 % de todos los propietarios de tierras. Entre tanto, el número de agricultores medianos (50-500 hectáreas) y grandes (más de 500 hectáreas) creció en un 14,3 % y un 32,6 %, respectivamente. En 2009, el 1,6 % de los propietarios de tierras, clasificados como grandes, controlaban el 28,5 % de la tierra, y los pequeños propietarios solo controlaban un tercio (PNUD 2011: 198-205). Si usamos criterios distintos, la situación de la tenencia de la tierra es aún más alarmante: el 79,3 % de los agricultores considerados minifundistas ocupaban el 10,6 % de las tierras disponibles; mientras que el 1,15 % de los clasificados como latifundistas ocupaba el 52,2 % de la tierra (PNUD 2011: 205-206). 


Esta es solo parte de la historia. De las catorce millones de hectáreas clasificadas como arables, solo cuatro millones (el 30,6 % del total) estaban cultivadas en 1999 (Guigale et al. 2003: 560-564). La “escasez” de tierras, que algunos comentaristas llaman “reforma agraria al revés”, ha sido exacerbada por el desplazamiento masivo de más de cinco millones de campesinos en los últimos veinte años, sacados de sus tierras por actores armados de la derecha y de la izquierda. 


La corrupción política es rampante en todas las esferas de la sociedad, alimentada por la economía del narcotráfico, enquistada en el proceso político. Esta situación se ha incrementado, significativamente, en la última década. Existe una guerra civil de baja intensidad caracterizada por una presencia guerrillera de vieja data, disminuida pero resistente, enfrentada por la presencia paramilitar más reciente, estrechamente asociada con los militares, los narcotraficantes y las élites políticas y económicas. En algunas regiones del país, donde la presencia del Estado es mínima, el poder ha sido compartido con las guerrillas, los paramilitares y los grupos criminales, algunas veces compuestos por exguerrilleros, exparamilitares y criminales comunes. Cuando las élites se han sentido excesivamente amenazadas por la posibilidad de un cambio radical, han actuado decidida y brutalmente. En un periodo de ocho meses entre 1989 y 1990, tres candidatos presidenciales, todos progresistas a su manera, fueron asesinados.5 


En 1991, el nuevo presidente, César Gaviria, convocó la Asamblea Nacional Constituyente como respuesta parcial a estos trágicos eventos. Produjo una nueva Constitución que creó oportunidades y espacios políticos para aquellos antes marginados y desdeñados. El mandato para la Asamblea fue amplio, desafiante y polémico, y fue diseñado para resolver la creciente crisis política y “proveer un foro para la reconciliación nacional entre lo que los comentaristas políticos llamaron ‘el país político’ y el ‘país real’” (Van Cott 2000: 51). Los orígenes de la crisis fueron dos. Por un lado, la falta de legitimidad de las élites políticas tradicionales, liberales y conservadoras, que habían gobernado el país desde La Violencia de los años cincuenta, una década de violencia sangrienta estimulada por el asesinato, el 9 de abril de 1948, de Jorge Eliécer Gaitán, un candidato presidencial popular del Partido Liberal. Esta ilegitimidad contribuyó al incremento de la exclusión y el malestar social, la apatía política y la corrupción. Por otro lado, la extendida descomposición social iba de la mano con crecientes índices de violencia perpetrados por las guerrillas, los paramilitares, el Estado y, sobre todo, los carteles de las drogas (Dugas 1993a).


 



El estado del departamento


El departamento del Cauca, localizado en el suroccidente del país, es famoso por el café, el azúcar, los productos agrícolas y el ganado; así como por una economía alternativa basada en el cultivo y procesamiento de cultivos ilícitos como coca, marihuana y amapola. También es conocido por sus desigualdades sociales, económicas y políticas; por su violencia política, con la presencia activa de grupos armados, sobre todo de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), en menor medida del Ejército de Liberación Nacional (ELN) y de los paramilitares. Hay movilización de grupos indígenas y campesinos marginados, participantes activos en varios movimientos sociales en marcha. Esta capacidad probada de organización local dio frutos en la elección de Tunubalá. 
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Mapa del Cauca


 


En la década que antecedió a la nueva Constitución hubo movilizaciones populares en el Cauca, usualmente como acciones y marchas dirigidas por movimientos indígenas o por los movimientos campesinos del macizo colombiano, en el sur del departamento. En noviembre del mismo año, el Comité de Integración del Macizo Colombiano (CIMA) bloqueó la carretera Panamericana durante veinticinco días, al norte y al sur de Popayán. Esta experiencia colectiva y su relativo éxito animaron a los participantes y partidarios a enfrentar retos más grandes, específicamente en la arena política (Jaramillo 2005a). La izquierda política en el Cauca era escéptica de la política electoral. Prefería salir a las calles, en vez de participar en las elecciones, porque estaba convencida de que estaban amañadas y de que no podía confiar en la mayoría de los políticos.6 El éxito del CIMA ayudó a cambiar esta mentalidad y animó a los líderes, por primera vez, a participar en la política electoral. En algunas ocasiones con expectativas poco realistas sobre lo que podía hacer un gobernante elegido, como un gobernador que representa a todos los habitantes del departamento y los intereses del Estado, en este caso al gobierno nacional en Bogotá, con todas las tensiones, limitaciones, contradicciones y requerimientos burocráticos consagrados en la Constitución, un hecho de la vida política que fue pasado por alto por los partidarios más radicales de Tunubalá (Rappaport 2005: epílogo).7 Un cambio de actitud contribuyó a la formación del BSA, una coalición de varias organizaciones y movimientos sociales locales —algunos de los cuales fueron participantes activos en el bloqueo promovido por el CIMA— que escogió al taita Floro Tunubalá como candidato y lo llevó a elegir como el primer gobernador indígena del Cauca, un logro que antes hubiera sido imposible. 


Aunque la población indígena del Cauca es relativamente alta, con cerca del 25 % de un total de 1,3 millones de personas, Tunubalá no recibió su apoyo total. Muchos indígenas prefirieron apoyar a su oponente, el director departamental de salud. Su candidatura fue respaldada por el gobernante Partido Liberal, viejo dominador de la política departamental, y por los demás partidos y grupos tradicionales. El fuerte apoyo que recibió en Popayán, la capital del departamento, una ciudad básicamente mestiza de 250.000 habitantes, le permitió al líder indígena ganar allí por 15.000 votos, un margen suficiente para otorgarle el triunfo. Su éxito se debió, en buena medida, al disgusto generalizado en el espectro político con el gobernante Partido Liberal, vástago de las élites locales, corrupto, que nunca rindió cuentas y practicante devoto de la politiquería y de la forma usual de hacer las cosas. También era preocupante el hecho de que los liberales habían permitido que el Cauca se volviera ingobernable, porque no querían o no eran capaces de enfrentar la creciente violencia.8 Este patrón continuó en la década de los noventa, y 1999 fue clave. En junio, el CRIC, la más antigua organización indígena en Colombia (fundada en 1971), bloqueó la Panamericana durante once días (Espinosa 2005). Un resultado más inmediato fue el establecimiento de La María-Piendamó como espacio político alternativo, donde la sociedad civil pudiera discutir cómo resolver los conflictos y negociar la paz (CRIC s. f.). 


La victoria de Tunubalá también fue una respuesta a las políticas neoliberales del gobierno nacional que habían afectado, negativamente, la economía predominantemente agrícola del departamento, mientras estimulaban, al mismo tiempo, el crecimiento de la economía del narcotráfico, usualmente respaldada por una presencia creciente de fuerzas paramilitares y la participación de los movimientos guerrilleros. 


Cuando preguntamos a Tunubalá qué lo llevó a lanzarse a la gobernación, identificó varios elementos cruciales. Primero, conocía bien el Cauca y había experimentado la pobreza y la ausencia del Estado en el departamento. Además, había participado durante los últimos veinticinco años en la lucha por recuperar las tierras indígenas expropiadas por los poderosos. Estuvo involucrado, activamente, en la Constituyente, como asesor de Lorenzo Muelas, y después fue uno de los primeros senadores indígenas del país. También había sido gobernador de los guambianos, uno de los grupos indígenas más experimentado en términos políticos del departamento. Finalmente, puesto que nunca había existido un plan de desarrollo para el Cauca, él y su gabinete tendrían la oportunidad de ofrecer una forma alternativa de gobierno y un plan alternativo de desarrollo para el departamento.9 


 



El reto de un gobierno alternativo 


Desde el inicio de su administración, Tunubalá y su gabinete determinaron que el suyo sería un “gobierno alternativo”. En América Latina hay mucho interés en estudiar los gobiernos alternativos, porque son progresistas, generalmente, con una idea de mejoramiento de la situación social y económica de quienes han sido marginados o abandonados por los gobernantes actuales. La creación de un gobierno alternativo ofrece la oportunidad de estudiar cómo se puede incorporar o integrar al pueblo en procesos políticos y sociales que mejoren su calidad de vida, compartan el poder político y ofrezcan una visión diferente sobre el futuro de sus familias. En América Latina, los estudios de gobiernos alternativos departamentales o provinciales son pocos porque se consideran débiles y con poco poder político o económico (Whitehead y Gray-Molina 2003).10 Por eso, los académicos afirman que su estudio no tiene mucha utilidad, a pesar de que se han implementado varios procesos de descentralización en diferentes países del continente, más que todo en el ámbito municipal. En los últimos años los estudios de gobiernos alternativos se han enfocado más en los municipios, porque pueden servir de punto de referencia para este análisis. Debido a este vacío, es potencialmente útil recoger ideas, sugerencias y consejos de la literatura reciente en ciencias sociales sobre gobiernos municipales. Los problemas y los asuntos encontrados pueden facilitar una mejor comprensión de aquellos encontrados en el ámbito departamental.


Las investigaciones recientes sobre gobiernos alternativos realizadas por académicos del norte se han enfocado en Bolivia, Brasil, Ecuador y México, porque en las dos últimas décadas en esos países se han hecho reformas potencialmente radicales en la esfera municipal.11 La premisa principal que justifica la creación de gobiernos alternativos es la esperanza de que las condiciones, como quiera que sean definidas, se mejoren. Aunque hay interés en fortalecer la participación y mejorar la gobernabilidad, el asunto clave es cómo puede contribuir un gobierno alternativo local a “la creación de un Estado más humano, justo y abierto”.12 Bebbington et al. (2006: 319-320) argumentan que el énfasis debe estar en el mejoramiento de la calidad de vida, especialmente en la disminución de la pobreza a través de la asignación de recursos para proveer bienes públicos e implementar programas que disminuyan la falta de equidad. Aunque sus estudios de caso en los municipios de Brasil, Colombia, Ecuador y Chile no demuestran esos resultados tangibles, sí sugieren que la experiencia de gobiernos alternativos puede contribuir a sentimientos más fuertes de identidad colectiva y a la creación de un “nosotros” en los actores participantes. En otras palabras, existe una dimensión moral y política en el gobierno alternativo. 


Estas sugerencias son importantes, porque señalan uno de los principales problemas en el estudio de este tema: la tensión existente entre las aspiraciones de un gobierno alternativo y lo que realmente sucede en el terreno. En su estudio comparativo de los gobiernos municipales en Ecuador y Bolivia, Van Cott (2008) examinó si las innovaciones institucionales establecidas, aquellas que habían sobrevivido a cambios en la administración y estaban abiertas a todos, habían producido una “mejor gobernabilidad local”, específicamente el mejoramiento de la calidad de la democracia y el empoderamiento de los ciudadanos. Van Cott llama al tipo de gobierno alternativo que le interesa democracia progresista, con su enfoque en valores, cultura y profundización de la democracia, haciéndola más participativa y deliberativa.13 Aunque existen superposiciones en los enfoques que escogió, ella identifica tres escuelas de pensamiento: participativa, asociativa y deliberativa (Van Cott 2008: 15-19). Tunubalá y los miembros de su gabinete se identificaron como demócratas participativos, un tipo que, de acuerdo con Van Cott, busca incrementar las oportunidades de participación de los ciudadanos en los procesos de toma de decisión gubernamentales locales. Estas innovaciones pueden provocar cambios estructurales macro en las instituciones de gobierno. Los factores que Van Cott identificó como contribuciones a la innovación institucional en los municipios, comunes a los tres tipos de democracia progresista, son los contextos legales y políticos, el liderazgo local y el “apoyo de un partido político cohesionado y orgánico con raíces en la sociedad civil” (Van Cott 2008: 211). Aunque estos hallazgos no son sorprendentes, subrayan la dimensión política.


La mayor parte del pensamiento contemporáneo sobre desarrollo alternativo está inspirada en el trabajo seminal de Fung y Wright (2001), su investigación comparativa de lo que llamaron democracia deliberativa empoderada (DDE) basada en estudios de caso en India (Kerala y Bengala Occidental), Brasil (Porto Alegre) y Estados Unidos (Chicago, Milwaukee y otras regiones del país). Los casos se seleccionaron con base en tres principios: potencial para ser progresivamente democráticos, teniendo en cuenta su dependencia de la participación y la capacidad de la población local; ser deliberativos en la institucionalización de procesos de toma de decisión basados en discusiones razonadas, y empoderamiento, puesto que trataron de ligar la discusión a la acción. Para que este potencial fuera realizado debían cumplir algunas precondiciones: la devolución de la toma de decisiones y de la implementación de la autoridad local; la práctica de la “descentralización coordinada”, en la que el Estado continúa desempeñando un papel central, y la “colonización y transformación” de la burocracia estatal para que los principios de la DDE pudieran ser institucionalizados con el tiempo. 


Los autores no tienen problema en reconocer que este modelo ambicioso es problemático y criticable y varias de sus preocupaciones son pertinentes para este trabajo. Primero, la deliberación empoderada puede exigir altos índices de participación que no son realistas y producir expectativas falsas sobre el comportamiento de los líderes poderosos, las facciones o las élites. Segundo, la profundidad e intensidad de esta deliberación no tienen que traducirse, necesariamente, en acción efectiva. Tercero, el proceso puede ser difícil de sostener a largo plazo, sobre todo si no se puede demostrar que los resultados obtenidos son más deseables que aquellos logrados por las disposiciones institucionales previas (Fung y Wright 2001). Sin embargo, su énfasis en la continuidad del papel del Estado y la transformación de la burocracia estatal es fundamental, porque pueden ser más duraderos que los compromisos y los caprichos pasajeros de los políticos elegidos. Cornwall (2008) ha criticado el modelo de DDE en tres aspectos, al cuestionar las suposiciones normativas incrustadas en el debate actual sobre la democracia deliberativa y la gobernabilidad participativa. El primero es la ausencia de mención o discusión de la cultura política, las prácticas culturales asociadas con formas particulares de conducta política. La investigación de los movimientos sociales en América Latina los ha visto a través de la óptica de las políticas culturales y el proceso de cuestionar, negociar y formular principios y conceptos clave: “Cuando los movimientos despliegan concepciones alternativas sobre la mujer, la naturaleza, la raza, la economía, la democracia o la ciudadanía que trastornan los significados culturales dominantes promulgan una política de la cultura” (Álvarez, Dagnino y Escobar 1998: 7); en otras palabras, la cultura es política porque busca redefinir el poder. 


La segunda suposición es la naturaleza de la democracia deliberativa propuesta, específicamente el significado de la afirmación de que la “Deliberación requiere sensatez, de manera que el compromiso con los procesos deliberativos puede requerir la abstinencia de métodos vigorosos de enfrentamiento del poder” (Fung y Wright 2001: 34). Cornwall piensa que este énfasis en el consenso y la cooperación en la solución de problemas es simplista y falto de realismo y cita el modelo agonista de Mouffe para entender mejor las pasiones que dirigen la política y la participación política; en ese modelo el “agonismo” (lucha entre adversarios) es cuidadosamente diferenciado del “antagonismo” (lucha entre enemigos): “El énfasis excesivo en el consenso, junto con una aversión a la confrontación, produce apatía y falta de interés en la participación política” (Mouffe 2002: 10). Los participantes en la arena política llevan a la mesa diferentes estilos de debate y argumentación, desde quienes ofrecen debates razonados y apelan a principios amplios hasta quienes son combativos, argumentativos y confrontadores, dependiendo de las historias y trayectorias políticas individuales. Citando la propuesta de Dryzek (2005) de que la teoría deliberativa necesita incorporar elementos de cuestionamiento —como retórica, testimonio, actuación y bromas— si quiere ser más robusta frente a la diferencia, Cornwall enfatiza que los espacios donde se practica “la gobernabilidad participativa empoderada” no son neutrales sino que, más bien, son “sitios para el activismo político y la construcción de alianzas y articulaciones que cubren una pluralidad de espacios políticos” (2008: 528). 


El último elemento que falta en el modelo de la DDE es la referencia a, o la discusión, sobre políticas partidistas, algo sorprendente puesto que la afiliación a partidos políticos y las prácticas culturales que se aprenden en los espacios políticos pueden afectar, significativamente, las dinámicas de la gobernabilidad participativa. Aunque el papel de la política ha sido bien documentado por Heller (2001) para la planeación participativa en Kerala y para el presupuesto participativo en Porto Alegre, la política partidista se ha convertido, en algún sentido, en “el elefante en el cuarto”, es decir, una realidad obvia y contundente que todo el mundo intenta pasar por alto (Cornwall 2008: 513). Sin embargo, como señaló Heller, existe un componente ideológico en esas dos conocidas experiencias que resulta vital para explicar su “éxito”. La inclusión de las políticas partidistas posibilita un análisis más cercano de su efecto en las micropolíticas que florecen en las instituciones de gobernabilidad participativa y del grado y profundidad del compromiso político que cubre a la “sociedad civil” y al “Estado” a través de las redes y afiliaciones de los partidos. 


Aunque el liderazgo desempeña un papel importante en cualquier forma de gobierno, varios investigadores lo han mirado más de cerca en el contexto de los gobiernos alternativos. En Ecuador, Van Cott encontró que los gobiernos alternativos más sostenibles fueron dirigidos por alcaldes que construyeron relaciones exitosas con otros grupos y organizaciones, quienes aseguraron deliberaciones abiertas y más democráticas y evitaron la creación de una “élite deliberativa” (Van Cott 2008: 84-85). Sunstein (2003) ha argumentado que ese grupo, a falta de otras perspectivas, corre el riesgo de convertirse en un enclave aislado y de adoptar posiciones más extremas que conducen a la polarización grupal o, alternativamente, de volverse monolítico y establecerse en su propio dogma. 


En su estudio comparativo de gobiernos municipales en Bolivia, Ecuador y Perú, Cameron (2010: 318-324) trata, directamente, con el poder y la política y cuestiona mucha de la sabiduría convencional. Primero, pone el relieve en el papel fundamental de las organizaciones comunitarias como un lugar de entrenamiento para desarrollar importantes habilidades políticas y administrativas. Siguiendo a Van Cott (2008) y Grindle (2007), Cameron sugiere que estas habilidades ayudarán a construir y sostener instituciones locales desde abajo. Segundo, señala la relación ambigua y, algunas veces, polémica entre los gobiernos locales y otras organizaciones locales, como los movimientos sociales o sindicales. Desde su perspectiva, el gobierno local no puede funcionar de manera efectiva sin autonomía, y las organizaciones locales ya no son los únicos intermediarios con la población local. Tercero, encontró que el papel de los partidos políticos es mucho menos importante de lo que indica la literatura, porque practican políticas partidistas y están fracturados por conflictos partidistas. En los seis casos que estudió, la autonomía relativa de los partidos políticos fue un factor importante en el proceso de profundización de la democracia. Finalmente, los lazos, más allá de lo local, con movimientos sociales y partidos políticos más amplios facilitaron la participación en luchas más generales y reformas redistributivas nacionales. 


Eso también aplica para los departamentos, y lo que ocurre allí debe entenderse en términos de la relación con el gobierno nacional. Las investigaciones realizadas en Colombia durante la década pasada intentaron explicar las diferencias entre los 32 departamentos del país y sus relaciones —políticas, económicas y culturales— con el gobierno nacional en términos de “la presencia diferenciada del Estado”, el legado histórico de la incapacidad del gobierno central para controlar, completamente, el territorio nacional o monopolizar el uso de la violencia (González y Otero 2010: 31). Como resultado, la presencia y la profundidad de las instituciones del Estado difieren considerablemente, dependiendo del grado de integración de los departamentos. Entre más integrado esté un departamento a la economía nacional, mayor será la presencia de las instituciones del Estado. Entre menos integrado esté, menor será la presencia de estas instituciones y la necesidad del Estado de descansar en las élites locales en lo que ha sido llamado, por algunos, modernización selectiva del Estado y, por otros, una forma de dualismo, en la cual las instituciones “modernas, impersonales” son contrarrestadas por instituciones clientelistas “tradicionales”. En los casos más extremos, la presencia del Estado es casi inexistente o se reduce, sobre todo, a la presencia militar. Esta tipología describe, pero no explica, la naturaleza del Estado y su comportamiento.


Das y Poole (2004: 4) sostienen que el estudio de los márgenes, donde las instituciones estatales son clientelistas, en el mejor de los casos, o casi inexistentes, en el peor, puede ofrecer una perspectiva sin igual para entender el Estado, porque “sugiere que esos márgenes son una vinculación necesaria del Estado, tanto como la excepción es un componente necesario de la regla” (Das y Poole 2004: 4). A partir del trabajo de Agamben (1998) y Benjamin ([1978] 1986) proponen que el concepto de este último de estado de excepción ofrece una teoría de la soberanía del Estado que está dentro y fuera de la ley, un proceso dinámico que puede tomar muchas formas, siendo la guerra el ejemplo clásico. La guerra puede redibujar fronteras y redefinir quién es ciudadano y quién no (Das y Poole 2004: 12-13). En la práctica esto puede significar que el monopolio del Estado sobre el uso de la violencia puede ser compartido con o delegado a otros grupos, como las élites locales o los paramilitares, y ello refuerza el reconocimiento de Foucault (1997, citado por Sanford 2004: 257) de múltiples localizaciones del poder. En el caso de Colombia, Sanford (2004: 257) sugiere que la nación es un espacio impugnado “donde la ciudadanía y la soberanía estatal son reconstituidos en los márgenes”. Ese marco puede ayudar a entender mejor la relación entre el gobierno departamental en el Cauca y el gobierno nacional en Bogotá porque, a pesar de su pasado “glorioso”, el Cauca sigue estando en los márgenes.


Aunque el objetivo pragmático de un gobierno alternativo viable bien puede ser mejorar la calidad de vida de la población a través de la provisión mejorada de los servicios públicos y la implementación de programas que ataquen la falta de equidad, también hay objetivos más grandes y trascendentales directamente relacionados con la búsqueda de la ciudadanía. Como Dagnino señala con elocuencia: “Lo que está en juego, de hecho, en las luchas por la ciudadanía en América Latina es más que el derecho de ser incluido como miembro pleno de la sociedad; es el derecho a participar en la definición misma de esa sociedad y de su sistema político” (2003: 215). Este reclamo amerita ser investigado con más detenimiento, porque la experiencia en el terreno puede ser muy diferente. La búsqueda de ciudadanía por parte de la gente puede estar motivada por una variedad de factores, tangibles e intangibles, y las realidades encontradas pueden ser paradójicas y contradictorias. Aunque estos elementos no invalidan la búsqueda, necesariamente, pueden moderar algunos de los supuestos más normativos hechos sobre el proceso. Por ejemplo, Cameron (2010: 334) encontró que la gente miraba los beneficios de la democracia local tanto en términos abstractos como prácticos. Por un lado, había creciente respeto, dignidad y autonomía política pero, por el otro, había más interés en la distribución de los recursos que en el proceso de toma de decisiones, sobre todo cuando los recursos eran destinados a obras públicas, que “se levantan como símbolos de la modernidad en las comunidades rurales en donde la dignidad y el orgullo comunitario estaban parcialmente conectados a las auto-percepciones de la modernización” (Cameron 2010: 336). 


 



El reto del taita Floro Tunubalá 


En el caso de Floro Tunubalá y su gobierno hubo un deseo y un compromiso genuino de tratar de cambiar el statu quo, en el sentido de las relaciones políticas, y, hasta cierto punto, también hubo un elemento del “círculo virtuoso”, participación, consulta, y una visión, no siempre claramente articulada y generalmente implícita, de cómo el Cauca y la región podían y deberían ser mejores lugares para vivir y, quizás, servir de ejemplo para el resto de Colombia. Ellos estuvieron en el poder solo tres años. Tunubalá reemplazó a un gobernador muy impopular, César Negret, un joven miembro de la élite caucana, y fue reemplazado por Juan José Chaux, un miembro de la misma élite, quien volvió a la manera tradicional de hacer política y quien, al final de su periodo de gobierno, fue puesto bajo arresto domiciliario por conspirar con grupos paramilitares. Chaux fue reemplazado por Guillermo Alberto González, un vástago de la élite caucana, con un registro distinguido de servicio público como alcalde de Popayán, rector de la Universidad del Cauca, director de El Liberal, el principal diario del departamento, ministro y embajador. Cuando fue gobernador estuvo en riesgo de ser destituido por corrupción, acusado de invertir, ilegalmente, grandes sumas de dinero público en una infame venta piramidal que terminó quebrada. Apeló la imputación, acusando a un respetado miembro de su gabinete de “falta de vigilancia”, y permaneció en el poder. 


En contraste, la corrupción fue eliminada bajo Tunubalá y él mismo dio el ejemplo. En un encuentro con el vicepresidente de Colombia, poco antes de terminar su mandato, Tunubalá caracterizó su gobierno así: “Tengan ustedes la certeza de que Floro puede haber metido las patas pero nunca las manos en el erario público de los caucanos” (Gobernación del Cauca 2003a: 3). Pero hubo más que rectitud moral. Tunubalá estaba hablando más de su gobierno que de sí mismo, un logro que muchos señalaron como demostración de lo que era posible en el Cauca y en otras partes del país.14 Aunque esto puede haber sido cierto, la rectitud moral invocada fue sintomática de una actitud más amplia y profunda hacia los problemas y retos del gobierno y hacia las responsabilidades de los elegidos para con los ciudadanos del Cauca y sus necesidades y expectativas. Una manera de entender qué diferencia hizo el gobierno de Floro Tunubalá es estudiar cómo las políticas cotidianas fueron desarrolladas en el terreno desde la perspectiva de quienes estuvieron más activamente involucrados en el proceso.


Los problemas encontrados —aunque particularmente agudos— no eran de ninguna manera exclusivos al Cauca u otras regiones de Colombia. Se pueden encontrar en otros países de América Latina, problemas como la violencia, la falta de recursos, la privatización y la descentralización, la pobreza y la cultura política. Durante los tres años, la violencia perpetrada por parte de los grupos armados prevaleció en varias regiones del departamento y hubo varias amenazas directas al gobierno, más que todo municipales. Como consecuencia de la política neoliberal y de la legislación para racionalizar la situación fiscal del departamento, Tunubalá entró en la gobernación con la obligación de empezar a pagar las deudas contraídas por gobernadores anteriores, una responsabilidad que lo dejó con las manos atadas y con poca posibilidad de implementar programas sociales. Además, durante los tres años que estuvo en la gobernación, el gobierno nacional dictó unas leyes que intentaron impulsar el proceso de privatización de la educación y la salud, otro elemento en un proceso más largo de descentralización. El Cauca era —y sigue siendo— uno de los departamentos más pobres de Colombia con un índice de necesidades básicas insatisfechas muy elevado y una contribución mínima al producto interno bruto. Tunubalá tenía que gobernar en el marco de una cultura política tradicional, clientelista y corrupta, opuesta a todo lo que significaba un gobierno alternativo, y que incluyó a los mismos funcionarios de carrera administrativa que respondieron al político que los nombró.15 Finalmente, como recibió apoyo de varios grupos y organizaciones, algunos progresistas y otros izquierdistas, tenía que confrontar sus manías e idiosincrasias, sobre todo el desafío de colaborar y trabajar juntos en favor del bienestar común. Pero sus años de trabajo con AICO y el movimiento indígena y su elección como producto de una grande movilización social lo prepararon para este desafío. 


Algunos observadores pensaron que el departamento había llegado a ser casi ingobernable; sin embargo, no fue así. Para algunos el triunfo de Tunubalá en llegar a la gobernación fue algo milagroso. Pero tampoco fue así. Durante tres años él y su equipo intentaron implementar su propuesta de montar un gobierno alternativo. En consecuencia, el objetivo principal de este trabajo es entender cómo pudieron hacerlo en un contexto tan duro, exigente y desafiante. En otras palabras: ¿qué significó un gobierno alternativo en ese contexto? 


 



Un estudio colaborativo


Este libro es producto de un proceso colaborativo entre dos investigadores bien comprometidos con el departamento del Cauca. Diego Jaramillo Salgado fue profesor de Filosofía Política en la Universidad del Cauca, en Popayán, donde dictó clases e hizo investigaciones durante un periodo de más de treinta años y publicó varios libros, incluido Satanización del socialismo y del comunismo en Colombia 1930-1953 (2007), una historia de la persecución de la izquierda durante la primera mitad del siglo XX. David Gow fue profesor de Antropología y Asuntos Internacionales de la Universidad George Washington, en Washington, D. C. Desde 1995 está haciendo investigaciones en el Cauca y es el autor del libro Replanteando el desarrollo: modernidad indígena e imaginación moral (2010), un estudio de los nasas de Tierradentro, que fueron desplazados después del desastre del río Páez, en 1994.


Los dos se encontraron por primera vez en 2000, durante el noveno aniversario de la desmovilización de los quintines, los miembros del MAQL, cuando Jaramillo moderó una mesa redonda. Este evento sucedió cuando los elementos progresistas en el departamento estaban buscando un candidato para proponer en las próximas elecciones de octubre. Escogieron a Tunubalá, y Jaramillo se dedicó a trabajar como su consejero, con mayor responsabilidad en el Plan Alterno. 


Gow empezó este estudio en 2005 con el objetivo original de plantear una serie de preguntas relacionadas con la gobernación de Tunubalá, algunas de las cuales intenta contestar este libro. Jaramillo fue la primera persona con quien habló y entrevistó. Un proceso que continuó durante los siguientes años y evolucionó a partir de una extracción unilateral de información, a una de colaboración, de conversación, discusión y diálogo continuo.


Como la investigación se adelantaba, se hizo muy evidente que Jaramillo tenía tanto interés como Gow en escribir un libro sobre Tunubalá y su gobierno, uno que describiera y analizara esta experiencia única para un público colombiano. Acordaron escribirlo juntos, y el objetivo era siempre publicarlo primero en español. 


Como alguien que había participado activamente en todo el proceso, Jaramillo demostró un conocimiento profundo de cuanto había pasado. Al contrario, Gow conocía y entendía muy poco y se sentía obligado a iniciar desde “cero”, por así decirlo. Esto implicó entrevistas con el gobernador y los miembros de su gabinete, los miembros del BSA y los diputados en la Asamblea Departamental. Se realizó investigación de archivo en la Gobernación y la Asamblea Departamental. Se consultaron los periódicos de la época en Popayán y Bogotá. También se revisaron por internet los informes del gobierno nacional sobre el desempeño fiscal del departamento, así como sobre los sectores de educación y de salud. Los dos autores compartieron y discutieron todas estas fuentes de información. Además, Jaramillo compartió con gusto su conocimiento del Cauca y sus percepciones y su comprensión, así como su biblioteca y varios informes relevantes. También ayudó a Gow a contactarse con gente interesada e interesante en el Cauca, incluido el arzobispo.


Pero solo cuando llegó el momento de escribir, las diferencias y las complementariedades entre los dos autores se evidenciaron. Fue el momento en que empezaron a luchar con los desafíos de escribir un libro que trataba de un gobernador controversial, uno que fuera interesante, sugestivo, accesible, académicamente respetable, razonablemente objetivo y diseñado para llegar a un público amplio en Colombia. 


Hubo discusiones muy largas sobre los desafíos y los problemas que caracterizan cualquier tipo de investigación; pero que son sumamente relevantes y potencialmente problemáticos en esfuerzos colaborativos como este. Por ejemplo, sobre los temas que se iban a incluir y los que se iban a excluir, dado que el estudio no se diseñó para ser omnicomprensivo y cubrir todas las facetas del gobierno de Tunubalá. Tuvieron que pensar cuidadosamente, desde su propia perspectiva, cuáles eran los temas relevantes y más interesantes y dónde iban a conseguir los datos y la información para presentar un argumento convincente. Tuvieron que ponerse de acuerdo sobre lo que podría decirse y lo que debería dejarse sin decir, considerando que muchos de los actores están vivos y siguen viviendo en el Cauca y alguien que habla —o escribe— francamente sin pelos en la lengua puede correr mucho riesgo para sí mismo y los demás. Tuvieron que pensar en el tipo de pruebas que justificaran los argumentos formulados, y decidieron utilizar una combinación de información secundaria (archivos, actas, periódicos e informes) con información primaria, más que todo entrevistas con varios de los actores y participantes principales. Tuvieron que reflexionar profundamente sobre su grado de objetividad para no perjudicar su credibilidad y aceptación, ya que uno fue un participante directo, y el otro, un observador simpatizante. En la práctica resultó que Gow desempeñó el papel del abogado del diablo e intentó abrir los ojos de Jaramillo y convencerlo de aceptar unas realidades incómodas. Jaramillo, por su parte, se defendió fuertemente, y poco a poco los dos llegaron a un consenso. Finalmente, tuvieron que pensar en cuál sería el público que iba a leer el libro —progresistas, políticos, movimientos sociales, organizaciones sociales, estudiosos de democracias, académicos o simplemente aquellos que creen que sí hay mejores maneras de gobernar en Colombia—. Decidieron escribir un libro que podría llegar a un público bastante amplio en el Cauca y las otras regiones del país. Por eso, los autores esperan que el texto, por un lado, pueda tener una credibilidad académica y, por el otro, un atractivo popular. 


Una vez que los autores se pusieron de acuerdo con un esbozo general del libro y los detalles de los capítulos específicos, empezaron a escribir durante el periodo 2010-2012. Cada autor tomaba responsabilidad por capítulo específicos, escribiendo borradores para intercambiar y comentar, a fin de ofrecer observaciones y recomendaciones. 


Los borradores sobrevivieron varias reiteraciones, al igual que el esbozo general y la forma que asumiría el libro. Tal vez esta fue la parte más excitante y satisfactoria del proyecto, puesto que las versiones finales de todos los capítulos salieron de este diálogo y conversación continua. Los capítulos resultantes son complementarios, con un elemento de coincidencia que contribuye a dar una cierta riqueza y complejidad al texto. Aunque todos los capítulos son una empresa común, dado que ambos autores contribuyeron, algunos capítulos son el trabajo de un solo escritor. Por eso, hemos indicado el autor o los autores de todos los capítulos. 


 



Organización del libro


El libro está organizado en ocho capítulos. El primero da cuerpo a varios temas centrales mencionados en la introducción. Particularmente importante ha sido el continuo poder político y económico de las élites, su fuerte oposición a los intentos de cambiar el statu quo y su discriminación de las minorías indígenas y afrodescendientes en el departamento. También ha existido una larga historia de oposición y resistencia a estas políticas. Quintín Lame condujo la lucha para mejorar la situación de los pueblos indígenas a comienzos del siglo XX. En el Cauca hubo violentas reacciones al asesinato de Gaitán, sobre todo en regiones que aún continúan siendo políticamente inquietas. Con la creación del CRIC, en 1971, el movimiento indígena comenzó a desempeñar un papel cada vez más importante en la vida política del Cauca. También lo hicieron varias organizaciones campesinas establecidas en los años siguientes, sobre todo en la década de los ochenta, y las movilizaciones masivas en el macizo en esa década y la siguiente. Es larga la historia de presencia guerrillera que, en el caso de las FARC y del ELN, aún sigue. Como contraparte, ha aumentado la participación en el proceso electoral municipal y departamental, facilitada por cambios constitucionales en los años ochenta y por la nueva Constitución de 1991.


El capítulo 2 describe y analiza los planes asociados con el gobierno de Tunubalá; particularmente, el Plan Alterno, un plan para el desarrollo del Cauca, y el Plan de la Región Sur, pensando para el desarrollo de los departamentos del suroccidente de Colombia y preparado conjuntamente con sus gobiernos respectivos. Varios miembros de su gabinete consideraron que el Plan Alterno es su mayor legado. No solo fue presentado como una alternativa al Plan Colombia, una intervención inspirada por Estados Unidos que afectó al Cauca directamente, sino como una alternativa al paradigma neoliberal prevaleciente perseguido por sucesivos gobiernos en Bogotá. Junto con el Plan de la Región Surcolombiana, ofreció a los caucanos formas más creativas e imaginativas de pensar su departamento, su región y su futuro. Tan importante, o más importante aún, fue el hecho de que el Plan Alterno fuera preparado por las organizaciones sociales, incluidos los miembros del BSA, antes que Tunubalá asumiera el cargo. En ese sentido, puede ser considerado un poderoso ejemplo de democracia participativa en acción. 


Los dos capítulos siguientes describen y analizan dos de las mayores limitaciones que tuvo que enfrentar Tunabalá. El capítulo 3 enfoca las formas y tipos de violencia que prevalecieron durante sus tres años en el gobierno. Aun antes de que asumiera el cargo fue amenazado, tanto como Diego Jaramillo, uno de sus consejeros y coautor de este libro, y Henry Caballero, secretario de Gobierno. A pesar de su pedido a los grupos armados de que respetaran a la población civil, los paramilitares masacraron a diez jóvenes que viajaban en un camión a quince minutos de Popayán dos semanas después de que asumiera el cargo. Este peligro fue constante durante su gobierno; también lo fue para los alcaldes del departamento, amenazados por las FARC. Puesto que los grupos armados tuvieron una presencia continua en varias zonas del departamento, es importante entender cómo operaban cotidianamente y qué efecto produjeron en la vida diaria y en la política local, temas oscuros que rara vez son tratados en la literatura. 


Si la violencia fue la limitación externa más importante en el gobierno de Tunubalá, el pago de la deuda, heredado de administraciones previas, fue la mayor limitación interna; ese es el tema del capítulo 4. El pago de la deuda, una responsabilidad legal del gobernador entrante, dejó menos dinero para inversión, programas, salarios y provisión de servicios esenciales, lo que se convirtió en un buen argumento para los críticos. Este proceso dominó, silenciosa pero constantemente, los tres años de gobierno de Tunubalá. No se puede entender el gobierno sin una mejor comprensión, apreciación y análisis de lo que significó el pago de esa deuda. Particularmente mortificante para el gobierno fue el hecho de que no pudo cambiar las condiciones onerosas aceptadas por el gobernador anterior, aunque el manejo fiscal mejorara cada año. La implementación de los términos acordados para pagar la deuda tuvo que ser votada por la Asamblea Departamental, donde, por lo menos al principio, Tunubalá tenía la mayoría, aunque con el tiempo este hecho probó no tener mucha importancia. Así como históricamente el gobierno departamental nunca ha tenido mucho poder o autonomía frente al gobierno nacional, la Asamblea Departamental tampoco ha disfrutado de mucho poder o autoridad en la toma de decisiones frente al gobierno departamental. 


El caso del gabinete fue distinto. Al seleccionar sus miembros, Tunubalá demostró —con claridad—que el suyo sería un gobierno diferente: todos los miembros eran técnicos y apolíticos. El gabinete se reunió, formalmente, cada dos semanas en los siguientes tres años. A medida que sus miembros se adaptaron a sus nuevas responsabilidades y a los desafíos concomitantes, las reuniones se hicieron más largas, detalladas y, algunas veces, incluso bastante polémicas. También se volvieron más participativas y deliberativas, a medida que se dedicó más tiempo y esfuerzo a la discusión de los asuntos que había que resolver. 


Los tres capítulos siguientes constituyen el corazón del libro, porque describen y analizan lo que hicieron Tunubalá y su gabinete para crear un gobierno alternativo. Educación y salud son dos sectores que cualquier gobierno debe enfrentar, porque afectan a todos los miembros de la sociedad de una forma u otra. El capítulo 5 examina cómo el gobierno de Tunubalá trató de mejorar la provisión de servicios sociales en el departamento. Allí presentamos tanto la perspectiva del gobierno como la de la oposición. Los dos sectores, salud y educación, eran potencialmente campos minados debido a que, tradicionalmente, habían sido vistos como parte del botín del gobierno, una fuente de clientela y corrupción, desde los cuales el bienestar del público y sus hijos cumplían un papel secundario. Los secretarios escogidos tenían gran experiencia y llevaron un fuerte sentido de justicia social a sus nuevas responsabilidades. Puesto que sus sectores fueron financiados por el Sistema General de Transferencias, sus presupuestos no fueron afectados, directamente, por el pago de la deuda; pero esto no hizo su trabajo más fácil, debido a las exigencias de quienes estaban interesados en preservar el statu quo y a los mandatos del gobierno nacional sobre descentralización y privatización de los servicios sociales. 


Dado que se trató de un experimento en democracia participativa, la práctica de la participación fue estimulada en todos los ámbitos a partir de las promesas hechas en la Constitución y de la experiencia de años obtenida por las organizaciones sociales que apoyaron la elección de Tunubalá. Este es el tema del capítulo 6. El proceso de participación adoptó varias formas: mingas y tulpas municipales y del BSA, ejercicios de planeación y consejos sociales de gobierno departamentales. Los miembros del gabinete y los alcaldes desempeñaron un papel importante en fomentar y estimular esta dinámica. Aunque la población estaba impresionada por los esfuerzos del gobierno para escuchar sus asuntos y preocupaciones y tomarlos en serio, muchas veces se declaró frustrada por su incapacidad para hacer algo al respecto debido a la falta de recursos impuesta por las duras condiciones de pago de la deuda. Quizás el eslabón más débil en la cadena fue el BSA, un movimiento político de organizaciones sociales creado para elegir a Tunubalá, pero cuyo papel fue poco claro una vez asumió el poder. 


Durante sus tres años en el cargo, Tunubalá tuvo varias oportunidades para demostrar su gran habilidad para negociar soluciones pacíficas a situaciones violentas o potencialmente violentas. Ese es el tema del capítulo 7. Desde el principio insistió en una salida negociada al conflicto con las guerrillas y contra la creciente militarización del departamento, actitud que irritó al gobierno nacional. Tunubalá practicó regularmente la negociación con grupos e intereses que amenazaban la gobernabilidad del departamento. Algunas de las situaciones fueron locales, como conflictos por tierras o amenazas de huelga por parte de los sindicatos; pero otras eran nacionales, especialmente cuando cuestionaban la autoridad y la responsabilidad del gobernador frente al gobierno nacional. Esto sucedió, por ejemplo, cuando se discutió quién era, finalmente, responsable por la ley, el orden y la seguridad en el departamento. En otro caso que involucró la exigencia de destituir a un alcalde impopular, aunque formalmente no había sido acusado de ningún delito, el gobernador explicó que las normas se lo impedían y solo, si las negociaciones fallaban, acudiría al uso de la fuerza. Tenía la autorización, si fuera necesaria, pero no la necesitaba. 


Las conclusiones presentan el legado de Tunubalá y su gobierno a través del análisis cuidadoso de la experiencia de tratar de implementar un proceso de gobierno alternativo y de democracia participativa departamental. En el lado positivo puede argumentarse que Tunubalá gobernó con responsabilidad y dignidad y dirigió un gobierno limpio y transparente. Tunubalá y su gobierno hicieron un esfuerzo sincero y concertado para hacer las cosas de manera diferente, en la medida en que fuera posible, a través de prácticas alternativas, más que todo en los campos de la planificación, la participación y la negociación. Sus fundamentos fueron establecidos en el Plan Alterno que defendía la soberanía de Colombia, retó la ortodoxia neoliberal del gobierno nacional e instó a la gente del Cauca a pensar en sí misma y el departamento de formas más ambiciosas y creativas, encarnadas en el concepto de caucanidad. En el lado negativo, hay tres críticas principales que pueden hacerse a Tunubalá con respecto a política, participación y sostenibilidad, pero todas comprensibles y explicables dentro de tal contexto con tanta historia. Tunubalá y su equipo aprovecharon sus tres años en la Gobernación para empezar el proceso de convencer a los mismos caucanos de pensar y comportarse de una manera diferente, tal vez para soñar con un mundo mejor. 


Y no se les ha olvidado. En 2012, casi una década más tarde, El Liberal publicó una columna en que comparaba su gobierno con los gobiernos que le siguieron y concluyó que el suyo fue el mejor gobierno de la última década en el Cauca (Papamija 2012). Nuestra esperanza es que este libro pueda ayudar a los lectores a entender mejor las realidades que el gobierno de Tunubalá tuvo que afrontar y apreciar los esfuerzos que hizo para mejorar la vida cotidiana de los caucanos. 





Capítulo 1
El Cauca y su conflictividad plural: una lectura del contexto
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El poder de las élites


La historiadora Zamira Díaz (2001) tipificó el inicio de la historia de Popayán, en lo que fue la gobernación en sus orígenes, como la creación de dos repúblicas: de españoles y de indios. Registraba con ello una imagen que luego se reprodujo bajo la forma de una élite aristocrática detentadora del poder político y económico y de una hegemonía cultural, y una base social popular sometida y excluida a través de los diferentes periodos históricos. No solo circunscrita a su capital, sino al conjunto del territorio del departamento que dirigía. Sin embargo, en términos generales, si bien las élites dominantes se acogían a los postulados y formas de vida de la aristocracia española, no es menos cierto que hubo fisuras en su interior que no dejan de ser relevantes para el devenir de su propia historia. De hecho, que Camilo Torres, José Hilario López, José María Obando y Francisco José de Caldas tuvieran su cuna y parte de su ejercicio político en esta ciudad muestra las desarticulaciones del proyecto hegemónico colonizador de la cultura española. La lucha por la independencia de España, la defensa de la liberación de los esclavos, la separación de la Iglesia y el Estado, el desarrollo de las ciencias así lo testimonian, aun si sus postulados se cimentaban en una ideología eurocentrista que no daba cabida a las expresiones propias de la nacionalidad, manifiestas en la pluriculturalidad, ni tampoco a las de “los de abajo”. 


De igual manera, los “indios” tampoco eran pertenecientes a un proyecto homogéneo, pues su pluralidad así lo determina; ni eran las únicas etnias excluidas y sometidas en el territorio. Las comunidades afrocolombianas habían sido el sustento de la que Germán Colmenares (1979) denominara sociedad esclavista, es decir, la existencia de una fuerza de trabajo esclavizada por medio de la cual los terratenientes y aristócratas explotaban minas en diferentes lugares de la gran provincia de Popayán. En este caso, predominantemente pertenecientes a población procedente del continente africano. 


No obstante ello, fue una hegemonía que se sostuvo al inflingir derrotas a las tendencias liberales, y en especial a las de las sociedades democráticas de mitad del siglo XIX, y a las del liberalismo radical, definido luego como federalista. Consolidada con la Constitución de 1886 y la Guerra de los Mil Días, al iniciar el siglo XX se prolongó como dominante la tendencia aristocrática y conservadora, dentro del predominio de la llamada República Conservadora que gobernó hasta 1930. Sin caer en maniqueísmos, se puede argumentar que el imaginario reproducido en esta ciudad se concentró en núcleos culturales y sociales de los más adversos a la modernidad y a la modernización del país, que se pregonaban como la entrada a la civilización. Su proyecto civilizatorio se anclaba en todas aquellas estructuras que tuvieran que ver con el orden, la tradición, el ejercicio de la autoridad y el proyecto evangelizador de la Iglesia católica. No estaba exento de una mirada racista desde la cual el otro, el indio, el negro, el que desarrollaba trabajos manuales, se situaba distante de las posibilidades de acceso a las cualidades definidas como propias de la razón social que daba reconocimiento dentro de la sociedad. 


De la misma manera, eran satanizados los proyectos políticos sociales y culturales que se intentaban implantar en Colombia, como propios de las transformaciones que vivía el país y como copia de los logros de las luchas sociales en Europa y Estados Unidos (Jaramillo 2007), pues los identificaban como expresión de fuerzas telúricas propiciadas por Satán para destruir el orden civilizatorio que había sido consagrado por Dios. Por eso no es extraño encontrar, aun en la década de los ochenta de finales del siglo XX, una resistencia a aceptar procesos de desarrollo económico que condujeran a su industrialización y a la activación de su comercio. Un discurso sobre el trabajo como algo denigrante para las élites y atribuible solo a sectores populares estaba a la base de esta elaboración. Podría pensarse también que le fue concomitante la consideración de que la modernización no haría más que introducir en la vida cotidiana las prácticas pecaminosas que durante toda su vida se obstinaron en condenar. El énfasis en la educación católica y en la aceptación de que el Estado no podía prescindir de sus mandatos, se imponía a lo largo y ancho del territorio; incluso se acudía a la violencia si ello era necesario. No solo así se hizo con comunidades indígenas y afrodescendientes; lo fue también con todos aquellos que se distanciaran de los códigos normativos y religiosos que se imponía desde el Estado, la Iglesia y sus instituciones.


De ahí que los intentos de introducir proyectos liberales y socialistas solo fueron posibles hasta después de aprobarse el Frente Nacional. Partidos como el Socialista Revolucionario (1926-1930) y el Comunista, fundado en 1930, fueron generalmente marginales. La elección de Álvaro Pío Valencia como miembro del concejo municipal de Popayán, en 1944, a nombre del Partido Socialista Democrático, denominación que tuvo durante un corto periodo el Partido Comunista, se produjo más por el significado de su condición de hijo del poeta modernista Guillermo Valencia que por las ideas y el desarrollo político de la organización. Bastaría no más con hacer un seguimiento a la prensa de ese tiempo para encontrar la polémica desatada desde la catedral y los púlpitos de las iglesias por el tamaño del “mal” que se le ocasionaba a la benemérita ciudad. Ese mismo personaje fue nombrado en 1947 decano de la Facultad de Derecho de la Universidad del Cauca, y la presión de la élite aristocrática, conservadora y religiosa, solo le permitió durar una semana en el puesto. También fue marginal que allí estuviera José Vasconcelos, de México; que Antonio García Nossa, reconocido economista y sociólogo, dirigiera la revista de la Universidad del Cauca en 1932 y fuera egresado de esa institución (Castrillón 1989: 107), o que Gilberto Vieira fuera delegado por el Partido Comunista, en 1933, para lograr una ampliación de la base social que apoyaba su organización.


El Cauca no fue un departamento ajeno al largo proceso de la violencia, iniciado en la década de los treinta. Los múltiples asesinatos que se producían en el país en diferentes municipios, antes y después de cada periodo electoral, en la llamada República Liberal, se efectuaron también en varias zonas de esta región. Lo mismo que en el periodo de su acentuación con el asesinato de Gaitán, en 1948. Tanto en Popayán como en Santander de Quilichao y Puerto Tejada hubo reacciones violentas a partir de su muerte. En el oriente fue más crítico en los municipios de Inzá y Belalcázar. En el Norte, en los municipios enunciados, y en Corinto, Jambaló y Caloto, que tenían una significativa tradición de movilización de grupos armados ya desde la década de los treinta. En el centro y occidente, la capital y el municipio de El Tambo se vieron más afectados. Cabe recordar que la existencia de la vía Panamericana como el principal medio de comunicación terrestre del suroccidente del país la convertía en espacio de flujo de sujetos que pertenecían a los bandos en contienda entre liberales y conservadores. Ello hacía imposible que sus territorios y municipios fueran ajenos a los conflictos que se derivaban de esta confrontación. Sin ir muy lejos, es en sus límites con Tolima y Huila, donde se encuentran grupos armados liberales y comunistas que luego darían pie a la formación de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) (Molano 1994: 81). 


Es cierto que desde la década de los sesenta del siglo XX, el Partido Liberal fue ascendiendo en el respaldo político de sus conciudadanos en la región. Sin embargo, ello no quiere decir que su práctica política y su acción en el departamento se correspondieran con los idearios clásicos que acreditan al liberalismo. Sabemos que con el Frente Nacional se perdieron gran parte de las diferencias entre los dos partidos tradicionales, Liberal y Conservador. De esta manera, la disputa por el control y dirección del Estado solamente se producía en relación con la Presidencia de la República y con el Congreso y las entidades corporativas, como las asambleas y los concejos. Así se fueron formando los caciques que garantizaban el control de sus feudos electorales. En el caso del liberalismo, el control lo ejerció Víctor Mosquera Chaux. Respaldado en relaciones de parentesco, aceptó ser padrino de muchos hijos de familias campesinas y de sectores populares. Fue concejal de muchos municipios, cuando ello era permitido por la legislación electoral. Logró la investidura de designado de la república, representación que se aproximaba a la del vicepresidente actual. Sin embargo, su figuración poco representó para el departamento. Su actuación se correspondía más con la forma nobiliaria, aristocrática, que con un liderazgo que buscara incorporar su región a los procesos de desarrollo que vivía el país. Un sector del liberalismo intentó hacer casa aparte, con un proyecto de izquierda liberal, y rápidamente fue absorbido por el aparato clientelar de liberales y conservadores.16 Aunque no se puede menospreciar, puesto que era un punto de fragmentación de la hegemonía que abría otros caminos en el espectro político. 


Lo máximo a que habían llegado diferentes organizaciones de izquierda y de oposición en la región, hasta antes de elegir a Floro Tunubalá para la gobernación, había sido acceder a algunas alcaldías, obtener una minoría de diputados en la asamblea y uno que otro concejal en algunos de los municipios del departamento. Lo mismo podría decirse de su participación en organismos burocráticos del estado. El Partido Comunista, acostumbrado a hacer alianzas con los partidos tradicionales o con sectores que se desprenden de ellos, tuvo puestos de menor relevancia dentro de la administración departamental o de las municipales. La Alianza Democrática M-19, que se formó después de la desmovilización del grupo guerrillero en 1989, siguió el mismo camino de la organización comunista y accedió también solo a mandos medios, después de haber logrado la alcaldía del municipio de Bolívar, en la década de los noventa. Ambas organizaciones persisten en la actualidad en ese tipo de alianzas. Contradictoriamente, el Polo Democrático Independiente (PDI) que devino de la AD-M19 no respaldó la candidatura de Floro Tunubalá y sí la de su adversario. El Partido Comunista tampoco lo hizo orgánicamente, pues consideraba que no era un proyecto ganador, ni tampoco inscrito dentro de su lógica política. 


Planteado de esta forma, es claro que la opción institucional y legal de acceso a las direcciones regional y local de la estructura del Estado se presentaba como un imposible. El control económico de una clase social terrateniente, aristocrática y racista a todo lo largo de la República hasta la década de los ochenta del siglo XX, aunado a la de sectores comerciales y de algunos pequeños y grandes industriales, mantuvo una hegemonía que dificulta la consolidación de cualquier proceso alternativo. La hegemonía cultural y religiosa, predominantemente católica, se impone sobre el conjunto de la sociedad y se convierte en una barrera, a veces infranqueable, para que se abra paso otro proyecto. En fin, la institucionalidad y el ejercicio de las élites y clases dominantes que las controlan ejercen una hegemonía que sigue reproduciendo, aun hoy día, muchas de las herencias simbólicas y discursivas de la memoria histórica atribuidas solo a procesos anteriores al siglo XX. 


 



Movimientos sociales y étnicos


La consolidación de esta hegemonía no estuvo exenta de diferentes expresiones de resistencia en su devenir. El hecho de ser uno de los departamentos con mayor población indígena del país, y de predominio del latifundio y del carácter aristocrático de sus élites, hizo que fueran sus grupos étnicos los que irrumpieran en el juego de las relaciones de poder. La memoria histórica se remonta hasta las figuras de la Gaitana, en el siglo XVI, y Juan Tama, en el siglo XVIII, como símbolos emblemáticos de su confrontación con la hegemonía y dominación imperantes (Rappaport 2000). Sin embargo, para los fines de este trabajo interesa resaltar lo que se produjo en el siglo XX. 


En particular, el pensamiento y las acciones de Manuel Quintín Lame, y su trabajo con las comunidades indígenas del suroccidente del país, en las décadas comprendidas entre 1910 y 1940 de ese siglo (Castrillón 1973; Rappaport 2000; Romero 2006). Las luchas por la tierra, la abolición del terraje y la superación de la sumisión en que se encontraban los indígenas, lo condujo a una confrontación que se volvió épica tanto para las regiones de Tolima y Cauca, escenario principal de sus actividades, como para las diferentes comunidades indígenas del país que encontraron en sus movilizaciones y en su liderazgo una especie de redención. No solo porque posibilitaba la construcción de principios básicos que podrían conducir a la formación de su identidad, y de reivindicaciones que los sacaran del estado de sumisión, exclusión, sometimiento y degradación humana, sino también porque dicha movilización se producía en un departamento cuya capital era considerada una de las cunas de la aristocracia y de la tradición en Colombia. Quintín Lame, expuesto al público en 1916, atadas las manos y con una soga al cuello, por las calles de Popayán para escarmiento de sus seguidores, así lo confirma (Castrillón 1973: 191). El respaldo de gran parte de la élite aristocrática y política a la ejecución de esa acción deja escrita para la historia una página de su poder avasallador, que aún hoy en pleno siglo XXI no se le ha podido dar vuelta. Los cambios en la práctica de este líder y su retiro del liderazgo, del cual había sido protagónico, dejaron en la memoria histórica sus acciones de las primeras décadas del siglo XX y se transformaron en un símbolo que sería retomado en las posteriores luchas indígenas dirigidas por el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), desde 1971.


A partir del surgimiento en el país de organizaciones socialistas y marxistas, las reivindicaciones indígenas fueron homologadas a las de los campesinos.17 La aceptación de la lucha de clases como el motor de la historia, tal como fue planteado por las organizaciones socialistas y marxistas desde su formación, condujeron a que las luchas de resistencia de las comunidades indígenas fueran inscritas como acciones campesinas para la revolución. Supeditadas, por lo tanto, a la dirección de un proletariado que, así fuera exiguo hasta la década de los setenta, se le atribuía esta función por el papel que Marx le había encontrado en la sociedad capitalista. En esa dirección registramos las acciones del Partido Comunista. Ya a finales de 1934, su periódico El Bolchevique da cuenta de una liga campesina en Jambaló (Findji y Rojas 1985: 100). Luego se produce la realización, el 10 de mayo de 1937, de la Conferencia Regional Indígena y Campesina del Oriente del Cauca. De allí se desprendió la fundación de la Federación Regional Indígena y Campesina del oriente del Cauca, que se inscribía dentro de la tesis marxista de clases sociales aliadas del proletariado (Jaramillo 2007: 292; Medina 1980: 324). Dicha federación confluyó en la formación de la Federación Departamental Campesina e Indígena del Cauca, como lo registra el periódico del Partido Socialista Democrático (Voz del Pueblo 1946: 3). De ella fue su presidente José Gonzalo Sánchez, quien luego fue delegado por el Cauca, en 1947, a la Conferencia Nacional Campesina y miembro del comité central de la organización comunista que la convocaba (Jaramillo 2007: 293). Por lo tanto, las luchas que realizaban se hacían a nombre de ligas, agremiaciones o federaciones campesinas (Jaramillo 2005b: 114). De esto no puede desprenderse una acción generalizada para el departamento. Es muy clara su focalización en el nororiente, en zonas muy específicas de algunos municipios, lo cual no es desdeñable si se tiene en cuenta el papel que esta región seguirá desempeñando a lo largo del resto del siglo XX. 


Cuando se fundaron organizaciones guerrilleras marxistas en los años sesenta, poco fue el cambio que se produjo en esta dirección. Recordemos que antes de fundarse las FARC hubo autodefensas comunistas y liberales desde comienzos de la década de los cincuenta en la zona oriente, en los límites con el Tolima. Tales grupos, unidos posteriormente, dieron vida a esa organización guerrillera (Pizarro 1991: 68). En su orientación política, al mantener la asimilación del indígena al campesino, se le adicionaba el elemento de la necesidad de ser parte del actor armado respectivo, ceder sus territorios y supeditar sus comunidades y gobiernos a los mandatos de quienes ejercían su poder con las armas, con el agravante de que, para los organismos de seguridad del Estado, la sola presencia u ocupación de un actor armado de un territorio determinado convertía a los indígenas y a los campesinos en objetos de su acción por considerarlos parte de esas organizaciones o cómplices de su accionar en el territorio.


De todas maneras, el hecho de que sus espacios fueran escenarios de grupos que confrontaban la formación económica y social dominante y que plantearan la opción de una nueva sociedad en que habría más igualdad y reconocimiento atizó los gérmenes de resistencia creados a través del tiempo en la historia de sus comunidades. Además, incentivó la rebeldía, la confrontación y la comprensión de que el sometimiento, la exclusión y la desigualdad en que se encontraban no eran una condición natural ni un mandato divino, sino algo creado por las formas de colonización, explotación y dominación impuestas en Colombia y América. Así, este nuevo escenario cambió la dinámica de las luchas en el campo y en la ciudad. 


En efecto, atenuada la cruenta confrontación liberal conservadora de los años cincuenta, el movimiento campesino toma fuerza con la presencia en sus territorios de tres fuerzas guerrilleras: las FARC (1964), el Ejército de Liberación Nacional (ELN, 1965) y el Ejército Popular de Liberación (EPL, 1965). Por eso, cuando en 1969 el gobierno de Carlos Lleras Restrepo impulsa la organización campesina, tuvo una respuesta inusitada que no se puede atribuir exclusivamente a la expectativa de la realización de una reforma agraria, demandada por todos. Gran parte de ello se debió a esta ola revolucionaria que recorría los campos. Prueba de ello es que rápidamente se escinde en dos líneas, una de las cuales, la línea Sincelejo, respondía, en gran parte, a este amplio espectro de izquierda. Expresión de ella no estuvo exento el departamento del Cauca, por su carácter predominantemente agrícola y por el peso de los terratenientes en su vida política y económica. Confluyeron allí las organizaciones que provenían de los procesos liderados por los comunistas, como las federaciones campesinas e indígenas; las liberales, como las autodefensas campesinas impulsadas por Gaitán, y las nuevas formas de organización que impulsó la propia Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC). La otra organización campesina, la Federación Agraria Nacional (FANAL), fundó su seccional también en Cauca, pero sin mayor capacidad de convocatoria y movilización. 
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